Seguro. Prescripción. Cómputo del plazo. Efecto interruptivo de la mediación

Cordero, Andrea M. v. La Segunda

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala E
2ª INSTANCIA.– Buenos Aires, diciembre 15 de 2009.

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 492/9? 

El Dr. Bargalló dice:

I. La sentencia de primera instancia hizo lugar a la excepción de prescripción opuesta y, en consecuencia, rechazó la demanda por cobro de indemnización pactada en un contrato de seguro de automotor promovida por Andrea Myriam Cordero (Cordero) contra La Segunda Cooperativa De Seguros Ltda. (“La Segunda”), imponiéndole las costas a la actora vencida.

II. Contra dicho acto jurisdiccional apeló la demandante (fs. 501), quien mantuvo su recurso con la incontestada presentación de fs. 528/30.

Sostiene que se incurrió en error al considerar que el plazo de prescripción se reanudó luego de transcurridos veinte días de la finalización del proceso de mediación.

Afirma que la intimación que efectuó previamente a “La Segunda”, implicó la constitución en mora de la aseguradora, así como la suspensión del curso de la prescripción liberatoria por el término de un año conforme lo establece el CCiv., 3986 seg. párrafo.

Argumenta que el efecto interruptivo no puede desaparecer por el hecho de haberse iniciado el proceso de mediación y que, en caso de duda, debe estarse al principio de subsistencia del plazo.

III. 1) En los supuestos de contrato de seguro, como en todas las acciones, la prescripción comienza en cuanto puede hacerse valer el derecho en justicia (Ley de Seguros, 58, párrafo 1º, y CCiv., 3957).

2) En la sentencia de primer grado se consideró que la acción se hallaba prescripta en razón de haber transcurrido más de un año entre el 08-11-01, -fecha de reanudación del plazo de prescripción pasados veinte días corridos del cierre del trámite de mediación-, y el inicio de la causa, el 14-11-02.

Se indicó, además, que aun cuando se efectuara su cómputo a partir de la primera intimación enviada a la aseguradora (10-08-01), el plazo de prescripción se habría reanudado indefectiblemente a los veinte días corridos desde la fecha de finalización de la mediación.

3) No comparto el criterio expresado en el fallo recurrido.

Ello pues, si bien coincido en que corresponde determinar la incidencia que tuvo el proceso de mediación seguido por las partes, considero que no es aplicable el decreto 91/98: 28, sino el art. 29, ley 24573 (texto según modificación introducida por el art. 1, ley 25661 publicada en el B.O. el 17-10-02).

La aplicación de la citada normativa, en su nueva redacción luego de la reforma, deviene ineludible -sin perjuicio de las fechas del siniestro, de la mediación, y de la modificación legislativa-, por cuanto conforme se ha expresado, se trata de una ley práctica e interpretativa, una simplificación de la labor judicial, por lo que habrá que darle siquiera el efecto de un fallo plenario, es decir, una aplicación inmediata a los casos no terminados de juzgar (CNCom., Sala D "Paglia, Juan Carlos c/Lavandera SA y otro", del 29-10-04). 

4. A tenor de lo dispuesto por el nuevo art. 29 citado, la mediación suspende el plazo de la prescripción liberatoria en los términos y con los efectos previstos en el CCiv., 3986, 2° párrafo, suspensión que tendrá lugar desde el inicio del trámite ante la mesa general de entradas del fuero respectivo.

El citado artículo 3986, 2° párrafo, establece que la prescripción liberatoria se suspende, por una sola vez, por la constitución en mora del deudor, efectuada en forma auténtica -"interpelación" según uniforme doctrina-, la cual sólo tendrá efecto durante un (1) año o el menor término que pudiere corresponder a la prescripción de la acción.

Sentado ello, corresponde concluir que el fin querido por la ley 25.661, al modificar el art. 29, ley 24573, ha sido sentar una pauta interpretativa, dando a la mediación el alcance de la llamada "constitución en mora del deudor", de manera que su inicio marca el comienzo del término suspensivo que otorga el CCiv. 3986, 2° párrafo.

Tal suspensión, en principio, no será nunca mayor que un año, y finalizará, en dicho año -de gracia-, aunque en algunos supuestos a lo sumo alcanzará 6 meses (CCiv., 4039, 4040) o 3 meses (CCiv., 4041). Fenecido el plazo respectivo, deberá proseguirse con el cómputo del término de la prescripción previsto para la acción de que se trate.

Así, debe entenderse que la circunstancia de que el actor inicie la mediación obligatoria, otorga per se un plazo adicional para iniciar la demanda, siendo su fundamento la actitud positiva adoptada por el acreedor que -lejos de quedar estático- "interpeló" a su eventual deudor exteriorizando su diligencia en ejercer la acción (CNCom., Sala E, "Car Fox SA s/ conc. prev. s/ inc. de verif. por Gobierno de la Ciudad de Bs. As.", del 06-09-00).

En síntesis, el cómputo del plazo de prescripción para estos casos impone considerar: el lapso transcurrido entre la fecha en que quedó expedita la acción y la del acto de interpelación –cumplido en este supuesto por carta documento del 10-08-01 (fs. 287), el término de un año de suspensión establecido por la ley a considerarse desde el día de la interpelación, y el período no transcurrido del plazo de prescripción de la respectiva acción (CNCom., Sala B, “Capuzzi María Inés c/ Caja de Seguros de Vida S.A.”, del 22-11-07).

En el sub examine el siniestro ocurrió el 16-03-01, y la acción habría quedado expedita a partir del 11-08-01 -fecha en que venció del plazo fijado en la interpelación-, en tanto el término previsto por la ley 17.418, 56 para que la compañía aseguradora se expidiera sobre el derecho del asegurado se encontraba suspendido desde el 16-04-01 (fs. 17).

Los únicos plazos computables, entonces, serían los transcurridos entre el 11-08-02 y el 14-11-02, quedando subsumido el lapso atinente a la mediación, en el período de suspensión referido (“CNCom., Sala E, “Meda Sebastian c/ La Buenos Aires Compañía Argentina de Seguros S.A.”, del 24-02-09).

De modo que a la fecha de iniciación de la demanda -14-11-02- el plazo anual de prescripción de esta acción no ha transcurrido.

5. Prescindiré de efectuar consideraciones sobre las disímiles interpretaciones que se derivaron de lo normado por la ley 24.573 y el decreto 91/98, por estimar que con la sanción de la ley 25.661 el artículo 28 del citado decreto reglamentario -en cuanto estableció que el cómputo del término de suspensión se reanuda después de 20 días corridos desde la fecha del acta de finalización de la mediación-, ha quedado sin efecto (Salerno, Marcelo U., "Efecto de la mediación sobre el curso de la prescripción", LL 2003-A, pág. 970/2).

Ello así, dado los fundamentos que fueron tenidos en cuenta por el legislador para el dictado de la citada ley 25.661, en cuyo sustento se aludió la pretensión de subsanar la problemática introducida por el decreto "de muy dudosa constitucionalidad por entrar en materia que hace al derecho sustantivo", señalándose inclusive que "careció el Poder Ejecutivo Nacional de facultades para legislar en materia de suspensión de prescripción de las acciones cuando se dictó el artículo 28 del decreto 91/98" (Antecedentes Parlamentarios, LL 2003, Volúmen 2003-A, págs. 323/331).

No puede ser otra la interpretación si se advierte que el 2° párrafo del art. 28 del citado decreto se encuentra en abierta contradicción con lo normado por el actual art. 29 de la ley de mediación, siendo indudable la mayor jerarquía de la ley, sin desatender que, además, es posterior en el tiempo, por lo que su efecto abrogatorio es indudable.

6. En consecuencia, concluyo que la acción promovida en autos en fecha 14-11-02 (fs. 14 vta.), lo fue sin que hubiere transcurrido el plazo de un año de prescripción previsto en la LS, 58.

Y si algún margen de duda cupiere debería interpretarse la cuestión en favor del asegurado, no sólo por ser la parte débil de la relación contractual sino, además, porque se relaciona directamente con la subsistencia de su derecho de reclamar (CNCom., Sala B, “Pegamentos Argentinos S.R.L. c/ Provincia Seguros S.A.” del 21-06-07).

Lo considerado me lleva a propiciar la admisión del recurso de la demandante y rechazar la excepción de prescripción opuesta.

IV. De conformidad con la conclusión expresada, cabe adentrarse en el análisis de la pretensión sustancial.

Recordaré en primer lugar la secuencia fáctica desarrollada en torno a la ocurrencia de la sustracción denunciada:

1) Según expresó la actora, el siniestro ocurrió el 16-03-01 y el mismo día realizó la denuncia policial y lo comunicó a la aseguradora. Dijo que el automotor apareció luego con numerosos faltantes, de los cuales se dejó constancia en un acta realizada el 13-04-01.

Indicó que el 16-04-01 “La Segunda” le informó “…suspendemos la aceptación del siniestro y cualquier responsabilidad hasta poder compulsar el sumario penal. Una vez en nuestro poder nos expediremos sobre el particular” (copia de fs. 212).

Afirmó que luego de reiterados reclamos a fin de que se le abonara la indemnización, el 26-06-01 presentó en la compañía de seguros un presupuesto que se le había requerido a fin de estimar el valor de los daños que presentaba el vehículo.

Refirió que a pesar de ello no obtuvo ninguna respuesta, y que el 10-08-01 intimó a la accionada para que abonara la suma de $ 8.827 ($ 6.827 daño emergente y $ 2.000 por privación de uso), en concepto de indemnización derivada del hurto de su rodado, haciendo saber que atento el tiempo transcurrido sin que se hubiera pronunciado acerca de sus derechos, el siniestro debía considerarse “aceptado”.

Finalmente, sostuvo que dicha intimación fue contestada el 15-08-01 (fs. 17) y replicada por su parte el 29-08-01 (fs. 288), ocasión en la que nuevamente intimó el pago de la indemnización por el siniestro; no mereciendo esta última vez respuesta de parte de la entidad aseguradora.

2) Al contestar a la demanda “La Segunda” negó “…todos y cada uno de los hechos relatados por la actora en la demanda…”, la autenticidad de la documentación acompañada. En concreto desconoció: a) el siniestro denunciado; b) el intercambio epistolar; c) que hubiera aceptado tácitamente el siniestro y d) que deba abonar la liquidación practicada por la accionante (fs. 45).

No obstante adujo, en relación a la producción del evento, que el 05-10-99 MAPFRE Aconcagua Compañía de Seguros había abonado a la actora un siniestro de idénticas características sobre el mismo vehículo, y con la curiosa participación de las mismas personas (asegurada y recuperador del automóvil), por lo cual desconocía expresamente la ocurrencia del mismo, declinando toda obligación indemnizatoria al respecto.

3. Efectuada esta breve reseña, cabe examinar la prueba aportada por la reclamante a fin de acreditar los hechos en que sustentó su derecho a ser indemnizada.

a) La denuncia policial del hurto del vehículo de la actora, así como su posterior hallazgo con numerosas piezas faltantes, se encuentran acreditados con las copias certificadas de la causa “Hurto agravado de vehículo, Denunciante: Delgado Francisco Antonio” n° 89.583 (fs. 292/318).

b) Asimismo, de la pericial contable surge que la cobertura al tiempo en que se produjo el siniestro se encontraba vigente y que la denuncia del mismo ingresó en “La Segunda” el 26-03-01 bajo el número 6817 (fs. 275/6).

c) Por otro lado, la prueba informativa dirigida a Correo Argentino corrobora la autenticidad de las cartas documento mediante las cuales Cordero intimó el pago indemnizatorio (fs. 286/90).

4) Precisados los hechos relevantes, debe referirse que la ley 17.418, 46, 1er. párr., impone en principio, al tomador, la simple comunicación del acaecimiento del siniestro. A pedido del asegurador, el asegurado está obligado a suministrarle la información necesaria para verificar el siniestro o la extensión de la prestación a su cargo (2do. párr.), o prueba instrumental, en cuanto su suministro por parte de este último sea razonable (3er. párr.).

El asegurador debe pronunciarse acerca del derecho del asegurado dentro de los treinta días de recibida la misma, su omisión al respecto importa aceptación (art. 56). Sin embargo, si el asegurado deja de cumplir maliciosamente las cargas previstas en el 2do. párrafo del art. 46, exagera fraudulentamente los daños, o emplea pruebas falsas para acreditarlos, pierde el derecho a ser indemnizado (L.S., 48; “CNCom., Sala E, “Rodríguez Nora Pilar c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A.”, del 12-03-08).

5) En el expresado contexto, considero que la conducta mantenida por la demandada importó la aceptación tácita del siniestro. 

Es que como se señaló, la ley 17.418, 56, otorga cierto lapso para que se expida sobre el derecho del asegurado, mas no contempla ninguna excepción a la obligación de pronunciarse impuesta al asegurador, quien debe aceptarlo o rechazarlo. 

Y si bien en el sub examine la aseguradora suspendió su decisión sobre la aceptación o no del siniestro y cualquier responsabilidad hasta tanto pudiera compulsar el sumario penal, no acreditó –ni invocó- haberse expedido definitivamente conforme era su obligación, por lo que el silencio guardado, luego de haber suspendido unilateralmente y sine die su pronunciamiento, importó la aceptación del derecho de la actora.

En consecuencia, debe concluirse que la aceptación tácita operó al vencimiento del plazo de la intimación.

Dicha admisión, configurada por el mero transcurso del plazo establecido en la LS., 56, impide a la aseguradora alegar defensas enderezadas a desconocer el derecho del asegurado a ser indemnizado.

En ese sentido se ha pronunciado la CSJN, in re “Mariluis, Adalberto Á. v. Caja Nacional de Ahorro y Seguro”, del 14-07-99, compartiendo los fundamentos del Procurador General, quien sostuvo que lo atinente a la aplicabilidad del art. 56 de la ley 17.418, desde el punto de vista lógico, resulta previa a las restantes cuestiones traídas a debate. En dicho dictamen se agregó que esa conclusión se encarece a la luz de la doctrina sentada por V.E. en el precedente Fallos: 312:360, en el cual se pone énfasis en que la norma en cuestión -el art. 56 citado- sin distinción alguna, dispone que la omisión de pronunciamiento sobre el reconocimiento del derecho pretendido por el asegurado importa aceptación.

De allí que la sospecha levantada a partir de la invocada similitud entre los siniestros denunciados por la actora –única circunstancia defensiva formulada por la accionada en su responde-, es una cuestión irrelevante para la solución del caso.

Consecuentemente, concluyo que “La Segunda” aceptó el derecho de Cordero de ser indemnizada por el siniestro denunciado, debiéndose examinar la prueba aportada a fin de determinar el alcance del daño sufrido a consecuencia del hurto y el perjuicio invocado.

5. La accionante reclamó el cobro de $ 6.827 por el costo de reposición de las piezas hurtadas al vehículo, más $ 2.000 en concepto de privación de uso.

a) En lo que respecta al valor de los elementos faltantes, cabe destacar que si bien el automotor no pudo ser inspeccionado en razón del secuestro denunciado por la actora a fs. 251, dispuesto en los autos “BankBoston N.A. v. Cordero, Andrea M. s/secuestro prendario”, el perito ingeniero mecánico especializado en automotores informó –en base a la declaración del mecánico que examinó el automóvil en sede policial (fs. 301)-, que a la fecha del hurto el costo de reparación se encontraba en el orden de los $ 5.617 (fs. 253/7).

A su vez, estimó el valor del vehículo al momento del siniestro en 6.400, suma ésta que concuerda con la que indicó el perito en seguros, quien agregó que conforme la cláusula 30 prevista en el suplemento N° 1 de la póliza, en caso de robo o hurto el asegurado participaba con una franquicia a su cargo del 15% del monto del siniestro (fs. 399).

Consecuentemente, la indemnización por el rubro se admitirá por la suma de $ 4.774,45, resultante de deducir del costo de reparación -$ 5.617-, el 15% previsto en la cláusula 30 en concepto de franquicia a cargo del asegurado. 

b) Privación de uso.

El automotor por su propia naturaleza está destinado al uso, satisface o puede satisfacer necesidades ya sea de mero disfrute o laborales. No es un elemento neutro, pues está incorporado a la calidad de vida de su propietario y en consecuencia, su mera privación ocasiona un daño. Este se configura por la indisponibilidad, pues se presume que quien tiene en uso el vehículo, lo hace para satisfacer alguna necesidad o exigencia; lo cual despeja la idea de que el daño invocado resulta una mera conjetura o una simple eventualidad o abstracción (CCiv., 1068 y 1069).

En tanto el uso y goce de una cosa son inherentes al derecho de propiedad, no puede desatenderse que, según el curso ordinario de las cosas, para una persona que trabaja, la sola privación de uso de su automotor constituye perjuicio indemnizable. Pero, por otro lado, esa privación ciertamente significa ahorro (combustibles, mantenimiento, taller, etc.), y su importe debe ser deducido de la reparación otorgable por aplicación del principio compensatio lucri cum damno, para no convertir la reparación en una causa inadecuada de lucro a favor del damnificado. (CNCom., Sala B, “Alloatti Morales, Á. y otro v. Transportes 27 de Junio S.A”, del 09-02-00; esta Sala, “Deleo, Emiliano I. v. Renault Argentina S.A y otro”, del 05-11-08).

Desde tal óptica, estimo adecuado hacer lugar al reclamo por el rubro y reconocer la suma reclamada de $ 2.000 a fin de resarcir el perjuicio (Cpr., 165).

6. Las sumas que aquí se reconoce devengarán intereses desde el 11-08-01, fecha de vencimiento del plazo fijado en la primera intimación del pago indemnizatorio (fs. 287, CCiv., 509), conforme la tasa que cobra el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de descuento a treinta días, conforme el contenido del voto mayoritario en el fallo plenario in re "S.A. La Razón s/ quiebra s/ inc. de pago de los profesionales", del 27-10-94.

7. Sin perjuicio de ello, dado que en la póliza se dejó constancia de que los derechos del asegurado se hallaban transferidos a favor del acreedor prendario (fs. 2/8 cláusula 26), y que de las presentes actuaciones no surgen constancias que evidencien que el crédito adeudado por la demandante hubiera sido cancelado (ver pericial contable a fs. 275vta. e informe de dominio de fs. 450/3), las sumas que aquí se reconocen deberán ser satisfechas previa citación del mismo para que haga valer sus eventuales derechos, dentro del plazo de cinco días de notificado.

8. Las costas de ambas instancias se impondrán a cargo de la demandada en virtud del principio objetivo de la derrota (CPr. 68 y 279).

IV. Por todo lo expuesto propongo al Acuerdo: a) hacer lugar al recurso de la actora con el efecto de revocar la sentencia apelada y condenar a La Segunda Cooperativa De Seguros Ltda. a pagar a Andrea Myriam Cordero dentro del plazo de diez días, la suma de $ …, con más los intereses establecidos en el considerando 6, b) establecer que previo a la disposición del importe de la condena se cite por cinco días al BankBoston N.A. en su carácter de acreedor prendario a efectos de hacer valer sus derechos, c) imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida.

Así voto.

El Dr. Caviglione Fraga dice:

Comparto los fundamentos vertidos por el Señor Juez preopinante por lo que adhiero a la solución por él propiciada. Voto, en consecuencia, en igual sentido.

Por análogas razones, el Dr. Sala, adhiere a los votos anteriores.

Por los fundamentos del acuerdo precedente, se resuelve:

a) Hacer lugar al recurso de la actora con el efecto de revocar la sentencia apelada y condenar a La Segunda Cooperativa De Seguros Ltda. a pagar a Andrea Myriam Cordero dentro del plazo de diez días, la suma de $ …, con más los intereses establecidos en el considerando 6.

b) Establecer que previo a la disposición del importe de la condena se cite por cinco días al BankBoston N.A. en su carácter de acreedor prendario a efectos de hacer valer sus derechos.

c) Imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida. Notifíquese a las partes por cédula a confeccionarse por Secretaría.

V. El art. 279, CPCCN, prevé la adecuación de las costas y honorarios para el caso en que la decisión de Alzada sea revocatoria o modificatoria de la primera instancia.

Ello sentado, atento el mérito de la labor profesional efectivamente cumplida, apreciada por su calidad, eficacia y extensión, así como la naturaleza y monto del proceso, computándose los intereses como integrantes de la base regulatoria (arg. CNCom., en pleno, 29/12/94, "Banco del Buen Ayre S.A."), se fijan en $ … los honorarios regulados a favor del letrado patrocinante de la parte actora, doctor Alejandro S. Malfettani. Asimismo, se fijan en $ … los estipendios del letrado apoderado de la parte demandada, doctor Fernando Cracogna y en $ … los de la doctora Gladis J. Acosta -en el mismo carácter y por idéntica parte en sus actuaciones de fs. 66/9 y 488- (ley 21.839, t.o. por ley 24.432, 6, 7, 9, 19, 37 y 38).

Por las actuaciones que dieran lugar al incidente resuelto a fs. 327, se fijan en $ … los salarios del doctor Malfettani (ley cit., 33).

De acuerdo -en lo pertinente-, con las pautas ut supra merituadas y ponderando la complejidad, calidad y extensión de las labores desarrolladas, se fijan en $ … los emolumentos correspondientes a la perito contadora Karina V. Galluzzo, en $ … los del perito ingeniero mecánico Alberto M. Xifra y en $ … los del licenciado en organización y técnica de seguros, Alfonso Joulia de Saint Cyr (CCCN., 478, 1er. párr. introducido por ley 24432).

Verificada la realización y el fracaso de la mediación, sólo puede confrontarse la tarifa que corresponde fijar en virtud de la base arancelaria, sin analizar -toda vez que la ley no otorga dichas facultades-, el desempeño específico del mediador en torno a su importancia, complejidad, extensión y demás pautas valorativas aplicables para justipreciar la labor de los demás profesionales actuantes (conf. esta Sala in re: "López, Jorge H. v. Libertador S.A s/sumario", del 27/6/00, entre otros).

En virtud de lo expuesto, se confirman los salarios de la mediadora María Cristina Palacio (Dec. 91/98, art. 21 inc. 3).

Por las actuaciones de Alzada que motivaron la presente sentencia -ptos. I a IV-, se fijan en $ … los honorarios del patrocinante Malfettani (ley cit., 14).– Miguel F. Bargalló.– Bindo B. Caviglione Fraga.– Ángel O. Sala. (Sec.: Sebastián Sánchez Cannavó).

